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El 29 de agosto de 2016 fueron asesinados, en el corregimiento Llacuanas 
del municipio de Almaguer, Joel Meneses, lider histórico del Comité de 
Integración del Macizo Colombiano (Cima), Nereo Meneses, integrante del 
Proceso Campesino e Indigena de Almaguer (Procamina), y Ariel Sotelo, 
de la comunidad de La Herradura. Los líderes del Cima han sido amenaza- 
dos y asesinados porque no les gusta el desarrollo del municipio, tal fue la 
advertencia enviada a una de sus lideresas en el año 2013 (Redcolombia, 
7 de junio 2013). El asesinato de Joel, Nereo y Ariel se dio en el primer 
día del cese bilateral al fuego entre el Ejército colombiano y las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (Farc-EP). Si bien las ejecuciones 
no correspondieron a estos actores, sí se inscriben en un proceso más 
amplio de persecución a los líderes de movimientos sociales y, en definiti- 
va, a la oposición entre modelos de desarrollo y territorialidades rurales. 























Hablar del Cima es hablar de solidaridades campesinas, de relaciones 
entre campo y ciudad, de pacientes procesos de formación de redes y de 
líderes, de vida campesina, de protección del medio ambiente y de apren- 
dizajes replicados en otras regiones. Como muchas de las historias de las 
organizaciones sociales en Colombia, su origen responde a urgencias de 
defensa de derechos o demandas de atención estatal, en ese ir y venir 
entre movilizaciones y articulaciones para garantizar la vida y la acción 
de sus integrantes y sus hijos (Entrevista a Robert Daza, noviembre 17 de 
2015), se fue configurando una red que actualmente sostiene y protege 
uno de los espacios naturales más importantes de Colombia: la estrella 
fluvial del Macizo Colombiano. 











Y a pesar de que ese territorio ha sido escenario del conflicto armado, de 
la economía cocalera y atractivo para la minería a cielo abierto (por parte 
de multinacionales) e ilegal de pequeña y mediana escala, la resistencia 
de las organizaciones sociales se ha mantenido gracias a que se han con- 
solidado alianzas de trabajo y de movilización constante, con propuestas 
culturales y agroambientales que resguardan la vida cotidiana de las co- 
munidades frente a estos conflictos y con la difusión de sus aprendizajes 
en otras subregiones. 
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Este documento pretende hacer una lectura de luchas sociales acaecidas 
en algunos municipios narimenses que hacen parte de la región geográfica 
del Macizo Colombiano y se han incorporado al Cima!. El informe se con- 
centra en Sandoná y Yacuanquer (ubicados en la subregión del Galeras y 
parte del proceso organizativo Comité de Integración del Galeras, Ciga), 
La Unión, San Pablo, Arboleda, San Lorenzo, Taminango, Colón-Génova, El 
Tablón de Gómez y Albán (municipios que hacen parte de la región geo- 
gráfica del Macizo Colombiano? y participan del Comité de Integración 
del Macizo Nariñense, Cima Nariño): asimismo, en Los Andes-Sotomayor, 
que hace parte de la subregión de la Cordillera Occidental en las estriba- 
ciones del Nudo de Los Pastos. 














Aunque no toda esta cobertura corresponde únicamente al Macizo Co- 
lombiano (en realidad, hay tres regiones representadas), se ha hecho én- 
fasis en esta región y en el Cima porque muchas de las luchas de las que 
se hablará a continuación hacen parte de una historia de movilización que 
no se puede separar completamente de estos procesos regionales, bien 
sea porque han sido momentos de trabajo conjunto, porque son apren- 
dizajes de unas regiones llevados a otras o por procesos de asesoría y 
formación históricos: en palabras de Robert Daza”, son hijos o hermanos 
del Cima. Valga aclarar también que en la movilización social, en muchos 
casos, las regiones se corresponden con procesos de organización que 
no necesariamente se superponen a definiciones administrativas o geo- 
gráficas y dan cuenta, en cambio, de los modos de relación social en el 
espacio concreto y de las concepciones y significaciones del territorio 
respecto a los flujos cotidianos. 

















1 “Que convoca a las poblaciones campesinas e indígenas ubicadas entre el alto 
Magdalena (Huila), el alto Caquetá (Bota Caucana), el nororiente de Nariño, el valle 
de Pubenza (Popayán), el valle del Patía, el valle del Paletará. Esta delimitación 
geográfica coincide con el área comprendida entre el valle del río Guachicono 
al norte: el Divortium entre la hoya del río Mayo y la del Juanambú al sur: el valle 
del Patía al occidente; el páramo de Las Papas al nororiente y alto del Caquetá al 
suroccidente” (Herrera, 2003, p.65). 


2 Entotal, 54 municipios de los departamentos de Cauca, Huila, Tolima, Nariño, Pu- 
tumayo y Caquetá están ubicados en la región del Macizo Colombiano. 


3 Agradezco a Robert Daza, líder del Coordinador Nacional Agrario y del Comité de 
Integración del Macizo Colombiano, por haberme concedido una larga entrevista 
el 17 de noviembre de 2015, que me permitió conocer muchos detalles sobre las 
tareas y luchas emprendidas por el Comité de Integración del Macizo Colombiano 
Narmense. 
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A partir de la información contenida en la Base de Datos de Luchas Sociales 
del Cinep (que cubre el periodo 1975 hasta hoy), se describen trayectorias, 
coberturas, actores, y motivos de las luchas sociales, se establecen hitos 
de la movilización social del macizo nariense y, finalmente, con base en 
los cambios operados en los liderazgos, participantes y motivaciones de 
las luchas sociales, se propone periodizar las luchas sociales del norte del 
departamento en cuatro oleadas durante los cuarenta años que se anali- 
zan. Además, se inscribe en el marco del Convenio Fortalecer y visibilizar 
a las mujeres, a través de sus organizaciones y redes, y como apoyo a sus 
iniciativas de desarrollo local y construcción de paz en Colombia en el 
foro "Construyendo paz con equidad desde Nariño”, desarrollado en diez 
municipios del departamento (San Juan de Pasto, Arboleda-Berruecos, 
Colón-Génova, La Unión, Los Andes-Sotomayor, Sandoná, San Lorenzo, 
San Pablo, Taminango y Yacuanquer), con el fin de fortalecer y visibilizar 
las organizaciones de base desde los enfoques de género, diversidad cul- 
tural, exigibilidad de derechos, participación y economía inclusiva. 




















El Convenio es ejecutado por el Centro de Investigación y Educación 
Popular/ Programa por la Paz (Cinep/PPP) y la Fundación Humanismo y 
Democracia H+D junto con Fundesuma - Fundación del Suroccidente y 
Macizo Colombiano, Cima Nariño como aliado estratégico en el territorio, 
y financiado por la Agencia Española de Cooperación Internacional para 
el Desarrollo - Aecid, adscrita al Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación de dicho país. 
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RAYECTORIA Y COBERTURA 
DE LAS LUCHAS SOCIALES 
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: Entre 1975 y 2014, se registraron 
- sesenta luchas sociales, 
: protagonizadas por diversos actores 
- sociales, en los nueve municipios que 
- conforman el Cima Nariño, además de 


Los Andes, Sandoná y Yacuanquer. 


Tal número de luchas sociales representa un poco menos del diez por 
ciento de las 677 acciones sociales colectivas contenciosas que se pre- 
sentaron en todo el departamento de Nariño en el mismo periodo. A 
pesar del bajo número de protestas, su recurrencia, en los municipios 
en cuestión, ha ido en ascenso con el paso del tiempo (como se observa 
en la siguiente gráfica) y, sobre todo, sus motivaciones han logrado tejer 
alianzas regionales y plantear debates de alcance nacional y resonancia 
internacional dada su envergadura. 





Doce de las sesenta movilizaciones han tenido una cobertura subre- 
gional* y siete de ellas han contado con la participación de dos o más 
municipios de los que se consideran parte del Macizo nariñense, lo cual 
da cuenta de intentos de una cierta configuración regional a partir de la 
conflictividad social. Solo en 2011 todos ellos participan de manera con- 
junta y como miembros del Cima Nariño en dos movilizaciones en contra 
de la megaminería en la zona y para denunciar la violación de derechos 








4 Enla Base de Datos de Luchas Sociales se concibe la cobertura subregional como 
aquella que cobija a varios municipios contiguos de un mismo departamento, 
mientras que la cobertura regional remite a varios municipios contiguos de dos o 
más departamentos vecinos. 
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GRÁFICA 1 
Trayectorias de las luchas sociales entre 1975 y 2014, 
en municipios miembros del Convenio 
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Fuente: Base de Datos de Luchas Sociales del Cinep. 
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de la población del municipio de Arboleda, directamente afectada por el 
proyecto minero Mazamorras Gold adelantado por la multinacional cana- 
diense Gran Colombia Gold. 


Según los registros analizados, a partir de 1999 algunos de los municipios 
del Macizo naridense toman parte en seis luchas sociales de carácter re- 
gional, pero solo en la primera de ellas se muestran como constituyentes 
del Comité de Integración del Macizo Colombiano”. En las cinco restantes 
participan con municipios de otros departamentos contiguos, tal como 
se enuncia a continuación. 





En febrero de 2002, los protagonistas fueron paneleros de Nariño, Cauca 
y Valle que, convocados por la Federación Nacional de Productores de 
Panela, se manifestaron contra la propuesta gubernamental de indus- 
trializar este alimento, al considerar que eso arrasaría con una economía 
rural de la que dependen unas 450 mil familias de estos departamentos y 
del Huila, Tolima y Caquetá. 





En octubre de 2008, campesinos de Cauca y del municipio de Arboleda, 
Nariño, se manifestaron para exigirreformas a la política agraria en pro del 
mediano y pequeño productor. En mayo de 2010, médicos y enfermeras 
del Hospital Eduardo Santos, ubicado en La Unión, protestaron para exigir 
a las empresas promotoras de salud (EPS) que se pusieran al día en las 
deudas que tenían con el hospital, pues no les habían pagado los últimos 
cuatro salarios. Fueron acompañados por usuarios de los servicios médi- 
cos y odontológicos prestados por este centro asistencial, provenientes 
de La Unión, San Lorenzo, San Pablo, La Cruz, Belén, Colón-Génova, San 
Pedro de Cartago, Arboleda, Mercaderes (Cauca) y Florencia (Caquetá). 





En julio de 2012, comunidades indígenas nasa de El Tablón de Gómez, 
Ricaurte y Tumaco, junto con las de seis municipios de Putumayo, partici- 


5 Las referencias comunes al CIMA lo circunscriben a los municipios de Timbio, 
Sucre, Santa Rosa, San Sebastián, Rosas, Piamonte, Patía, Mercaderes, La 
Vega, La Sierra, Florencia, Bolívar, Balboa, Argelia, Almaguer, pertenecientes al 
departamento del Cauca, y muy poco se menciona que algunos municipios de 
Nariño y otros de Huila se consideran parte de este Comité de Integración del 
Macizo Colombiano que, propios y ajenos, sostienen que aboga por la reafirmación 
de la "surcolombianidad” (Ver, por ejemplo, la ficha sobre el CIMA en el Banco de 
Buenas Prácticas para superar el conflicto, del Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo, PNUD, en www.saliendodelcallejón.pnud.org.co). 
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paron en una minga de resistencia para rechazar la presencia de multina- 
cionales que explotan recursos naturales en sus territorios, tras la decla- 
ratoria gubernamental de Putumayo como distrito minero. Los indígenas 
denunciaron que esto había desatado una escalada de violaciones de los 
derechos humanos en los territorios indígenas. 


Los municipios del Macizo nariñense participaron en ocho luchas de ca- 
rácter nacional, cuatro de ellas de pobladores rurales: una de indígenas y 
afrodescendientes, en 2008, en procura del reconocimiento de derechos 
culturales e interétnicos; en 2013, la Cuarta Marcha Nacional Cafetera y 
el paro agrario; y en 2014, el reclamo por incumplimiento de pactos firma- 
dos para poner fin al paro agrario del año anterior. Las otras cuatro luchas 
sociales nacionales en las que participaron contaron con la presencia de 
una diversidad de actores sociales, entre los que se encontraban pobla- 
dores urbanos, estudiantes y maestros. Se trató deuna protesta contra el 
secuestro en 2007, la conmemoración del Día Nacional de las Víctimas de 
2013, una movilización de solidaridad con el paro agrario convocada por 
la Mesa Amplia Nacional Estudiantil (Mane) en 2013, y en 2014, la jornada 
nacional de protesta del magisterio para pedir mejores condiciones de 
servicios de salud y seguridad social, eliminación de evaluación por com- 
petencias y salarios dignos. 





La mayoría de las luchas sociales en las que participaron las mencionadas 
poblaciones tuvieron solo cobertura submunicipal (veintiuna) y catorce 
de ellas coparon el ámbito municipal. 


La intensidad de la participación de cada uno de los nueve municipios del 
Macizo nariñense puede observarse en el mapa 1 de la siguiente página. 





Sandoná es el municipio donde se registró el mayor número de luchas 
(diecisiete), seguido por La Unión y San Pablo (catorce en cada uno). 
En Arboleda se presentaron nueve luchas, en Taminango siete, en Co- 
lón-Génova seis, en San Lorenzo cinco, en Los Andes-Sotomayor y en 
El Tablón de Gómez cuatro por municipio, en Yacuanquer tres y en Albán 
solo dos. 
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MAPA 1 mm 
Luchas sociales en los municipios que participan en el Convenio 


“Construyendo paz con equidad desde Nariño” (1973-2014) 
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HITOS DE LA MOVILIZACIÓN 
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El paro cívico regional (municipios del sur 

Aa y del norte de Nariño) de 1991: 
impulso a la organización y a la movilización 
regional del Macizo colombiano en contra 
del abandono estatal 


Unos veinte mil habitantes de nueve municipios del sur del Cauca y tres de 
Nariño (Yacuanquer, Tangua y Consacá) bloquearon la vía Panamericana 
en el municipio caucano de Rosas durante seis días (del 20 al 26 de agosto) 
para reclamar por el abandono de parte del Gobierno nacional en temas 
de educación, salud, vías de comunicación, electrificación, telefonía rural, 
deporte y cultura, recursos naturales y derechos humanos, y por la falta 
de una respuesta inmediata a la prolongada sequía que afectaba la región 
y ya había generado pérdidas en las cosechas, hambre y escasez de agua 
potable. El paro se levantó tras la firma de un acuerdo entre el Gobierno 
y el Comité de Paro del Macizo Colombiano, que contemplaba una inver- 
sión gubernamental de 60 mil millones de pesos de la época, destinada a 
obras de infraestructura, servicios públicos y sociales (El Tiempo, 21 y 27 
de agosto de 1991; Bonilla y García, 1997, p.45). 











Este paro cívico regional fue la primera acción social colectiva coordina- 
da por el Cima, que se había constituido el 31 de marzo de 1991 en el co- 
rregimiento de Sucre, municipio de Bolívar, Cauca, como representante 
de la población rural de la región. La actuación del Comité durante este 
bloqueo le otorgó el reconocimiento como vocero legítimo del Movimien- 
to de Integración del Macizo, para difundir a nivel regional y nacional los 
graves problemas y necesidades de esta región, generar alianzas para 
procesos de organización en regiones cercanas al Macizo y negociar en 
la zona con representantes gubernamentales un pliego de peticiones 
construido con una amplia participación de las organizaciones sociales 
veredales y municipales (Fundecima y MEN, 1999, pp. 3-4). 
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El paro cívico de la provincia de Obando? 
en julio de 1996: desarrollo regional 


Este paro inició el 8 de julio de 1996 y se prolongó por tres días, durante 
los cuales se bloquearon las vías a Tumaco y la Panamericana, y la fron- 
tera con Ecuador. En él tomaron parte catorce municipios de la provincia 
de Obando: Aldana, Contador, Córdoba, Cuaspud, Cumbal, Funes, lles, 
Ipiales, Guachené, Mallama, Potosí, Ricaurte, Túquerres y Puerres. Este 
evento marca un hito en la historia de la movilización social en el de- 
partamento de Nariño, después de que el Movimiento Cívico por Nariño 
y el Movimiento Político Los Inconformes de Nariño se desactivaran al 
incorporarse a la Alianza Democrática M-19, en 1990. 








Fue promovido por la Asociación de Concejos de esta provincia, por 
algunos alcaldes y contó con el respaldo público del Comité Intergre- 
mial de Nariño”. La protesta se fundó en la falta de vías y de servicios 
públicos, en el analfabetismo y en la asfixia económica de la educación 
pública, en el desempleo, la falta de apoyo estatal para desarrollar nue- 
vas empresas que activaran la economía regional, el contrabando, la 
desatención a la zona de frontera y la indiferencia del gobierno del pre- 
sidente Ernesto Samper, que no había atendido a los alcaldes narinen- 
ses, reeditando en la población de este departamento el sentimiento de 
abandono del Estado central? que tanto le reclamaron una década atrás 
al presidente Belisario Betancur. 














6 Si bien la provincia de Obando y el Macizo nariñense son dos regiones distintas, lo 
que se negoció en el paro de julio de 1996 fue significativo para la mayor parte de 
municipios del departamento y muchos de ellos, de manera individual o junto con 
otros, reivindicarán como propias las promesas que se hicieron para ponerle fin a 
esta protesta y emprenderán otras para exigir su cumplimiento. 





7 Que en una carta abierta al presidente Samper expresaba que "las regiones que 
han demandado muy poco presupuesto para atender problemas de orden público 
deberían ser estimuladas con el apoyo del Estado para mejorar las condiciones 
socioeconómicas de sus habitantes. Nariño es parte de Colombia. Es por esto 
que se pide que se dé un tratamiento justo y equilibrado a todas las regiones de 
la periferia del país para posibilitar su desarrollo general. Esperamos que no sea 
necesario tener otro paro cívico para que el Estado se interese por la suerte de 
Nariño” (El Tiempo, 10 de julio de 1996). 

8 Para el empresario narimense Víctor Rivas Martínez, en el Gobierno de la gente 
no había una asignación significativa del presupuesto para Nariño. Los escasos 
recursos que se asignaban se entregaban a cuentagotas, por lo que la calidad de 
vida del narinense en vez de mejorar se deterioraba y era aterrador conocer que 
cerca de 250 mil habitantes vivían, en ese momento, en la miseria absoluta (El 
Tiempo, 10 de julio de 1996). 
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El 11 de julio de ese año se preparó un borrador de acuerdo que permitió 
levantar el bloqueo a la frontera, cuyos puntos centrales eran: reducción 
de seis por ciento en el impuesto al valor agregado (IVA) para mercaderías 
que se vendieran en el comercio de Ipiales: el Instituto Colombiano para la 
Reforma Agraria (Incora) anunció que en menos de un mes entregaría un 
plan de adquisición y adjudicación de tierras para los cabildos de Túquerres, 
Guachucal, Panam y Cumbal: el Instituto de Fomento Industrial (IFI) anun- 
ció la entrega de una partida presupuestal y la apertura de créditos para 
microempresarios: y el Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y 
Reforma Urbana (Inurbe) ofreció entregar 1800 subsidios para vivienda 
social en la provincia de Obando. También hubo promesas de mejorar la 
malla vial de la región, se mencionó la construcción del puerto seco inter- 
nacional y del parque industrial (El Espectador, 12 de julio de 1996). 
































Algunas de las acciones sociales contenciosas que ocurrirán después en 
los municipios que constituyen el Cima Nariño tendrán como referencia 
las actas de compromiso que fueron firmadas para ponerle fin a este 
paro, pues se reconoce como parte importante de los aprendizajes de 
sus líderes. 





El bloqueo campesino e indigena 
de la vía Panamericana en octubre de 1999: 
el eterno incumplimiento de acuerdos 


El Cima fue ampliamente conocido en el país a raíz del bloqueo de 26 días de 
la vía Panamericana en octubre de 1999, que convocó y lideró junto con la 
Coordinación Nacional Indigena y Campesina (Conaic). En esa lucha parti- 
ciparon alrededor de 30 mil campesinos e indígenas, tanto del Cauca como 
de Nariño, que protestaban por el incumplimiento de pactos suscritos con 
el Gobierno central en 1996. El pliego contenía dieciséis puntos que incluían 
vías, el paso de docentes a nómina de situado fiscal, hospitales, central 
eléctrica, reforma agraria, protección a los recursos naturales, saneamien- 
to básico y acueductos. Ese fue el cuarto bloqueo a la vía Panamericana en 
lo que iba de aquel año y el número quince desde el 91. 














Esta protesta se dio durante el gobierno de Andrés Pastrana Arango 
(1998-2002), quien hizo oídos sordos a los reclamos de los actores so- 
ciales y pareció estar más atento a los de actores armados. Así quedó 
evidenciado en el tratamiento que se les dio a los campesinos e indíge- 
nas que bloquearon la vía Panamericana para exigir el cumplimiento de 
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acuerdos previos y el que se les dio a pobladores y autoridades locales y 
regionales sustentados por las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), 
que protagonizaron una cadena de bloqueos de la Troncal del Magdalena 
Medio en contra de la zona de diálogo con el Ejército de Liberación Nacio- 
nal (ELN) (Archila y otros, 2000). 











Cuando el gobierno de Pastrana Arango abrió espacios a la negociación 
de demandas sociales, lo hizo de manera discriminada: prefirió atender 
a los gremios empresariales y excluir a sectores con menor capacidad 
de presión que, entonces, optaron por ocupar oficinas de organismos 
internacionales (la del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 
Refugiados, el Comité Internacional de la Cruz Roja y la Nunciatura Apos- 
tólica) y por realizar mítines ante embajadas, como formas de protesta 
encaminadas a dar a conocer conflictos sociales y pedir mediación de 
agentes externos ante el Gobierno colombiano (García, 2004, p.171). 








En palabras de Robert Daza, en este paro están las bases del pensamien- 
to del Cima: “Alrededor del cuidar la gente, de cuidar el suelo, de cuidar 
la biodiversidad, de cuidar las semillas, el ecosistema en general, empieza 
a salir ya una propuesta de relacionamiento con la naturaleza frente a la 
agricultura que lógicamente es una agricultura sin venenos” (Entrevista a 
Robert Daza, noviembre 17 de 2015). La movilización se prepara durante 
un año, en el que se va dando el encuentro entre líderes, autoridades 
locales y la comunidad de Cauca y Nariño. 








La lucha por la protección de la estrella fluvial 
del Macizo Colombiano: un conflicto minero 
de alta intensidad 





Campesinos del norte del departamento de Nariño se han movilizado 
desde 2011 para intentar proteger la estrella fluvial más grande del país, 
la del Macizo Colombiano, donde nacen los ríos Magdalena, Cauca, Ca- 
quetá, Putumayo y Patía, con el apoyo de la Fundación del Suroccidente 
y Macizo Colombiano (Fundesuma); la Fundación Estrella Orográfica 
del Macizo Colombiano (Fundecima): el Cima y el Coordinador Nacional 
Agrario (CNA). Han pedido a las autoridades gubernamentales proteger 
su territorio y los recursos naturales que hay en él, amenazados por la 
exploración para extraer oro y cobre, llevada a cabo desde 2010 por 
Gran Colombia Gold en el proyecto Mazamorras Gold —ubicado entre los 
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municipios de Arboleda y San Lorenzo—. La comunidad prevé daños am- 
bientales y un cambio drástico en la vocación agrícola de sus municipios. 
Además, la concesión hecha a la multinacional desconoció que el Código 
Minero de 2001 exigía permisos para realizar cualquier proyecto en lu- 
gares declarados monumento nacional y reserva arqueológica nacional, 
como es el caso del municipio de Arboledas, cuya población ha liderado 
este proceso de resistencia a la minería (García, 2014, p.26). 








Además de movilizaciones, los pobladores, el 17 de junio de 2011, realizaron 
el primer Foro sobre Minería y Agua en el municipio de Colón-Génova con 
la participación de comunidades del norte de Nariño, aspirantes a corpo- 
raciones públicas locales y regionales. Durante el evento se denunciaron 
públicamente las presiones ejercidas por la empresa minera sobre las 
comunidades. El 20 de agosto de 2011 llevaron a cabo un cabildo abierto 
en Arboleda, donde se reiteró la negativa de la población a aceptar la 
minería en la región; y en la vereda Bolívar, municipio de San Lorenzo, 
realizaron una acampada para impedir que la empresa siguiera haciendo 
perforaciones, generando daños en las fincas, amenazando, destruyendo 
su territorio y su tejido social (Cima, 2011b). 








Como se mencionó al principio de este documento, la violencia contra los 
líderes y participantes en estas luchas y actividades en defensa del terri- 
torio en el Macizo nariñense no se ha hecho esperar: el 30 de septiembre 
de 2013 fue asesinada, en el municipio de Almaguer, la lideresa Adelinda 
Gómez Gaviria. Durante 2013 y 2014, líderes regionales y locales de los 
municipios de Bolivar, Santa Rosa, Patía y Almaguer, en el departamento 
del Cauca, y San Lorenzo, San Pablo y Arboleda en Nariño, así como los 
integrantes del Consejo Comunitario Nueva Esperanza del corregimiento 
de El Hoyo, Patía, fueron amenazados de muerte, y fueron desplazadas 
varias familias que se encontraban asentadas en los alrededores de la 
mina de oro de Curiaco, municipio de Santa Rosa. El 19 de julio de 2015, el 
líder integrante del Cima Nariño, Fabio Hernán Torres Cabrera, quien ve- 
nía liderando acciones de resistencia comunitaria en contra del proyecto 
Mazamorras Gold de la trasnacional Gran Colombia, fue asesinado por 
hombres armados que llegaron hasta su casa de habitación en el corregi- 
miento de Santa Marta, San Lorenzo, Nariño (Cima, 2015). Y 
































Y PARTICIPACIÓN MUNICIPAL 
E EN LAS LUCHAS SOCIALES 


Sandoná 


Además de ser el municipio que mayor participación ha registrado en las 
luchas sociales en cuarenta años, habitualmente se ha desempeñado en 
ellas sin apoyo de otros municipios. No obstante, fue la cuna del Comité 
Cívico del Norte de Nariño, creado a comienzos de 1978, tras una protes- 
ta presidida por la Junta Cívica Municipal contra el alto costo mensual 
de las tarifas de energía cobradas por la empresa Centrales Eléctricas 
de Nariño (Cedenar)”. Esta no era la primera lucha por ese motivo ni con- 
tra ese adversario; protestas de este tipo eran más bien frecuentes en 
Tumaco, Pasto y en más de tres decenas de municipios del departamen- 
to*”. El Comité del Norte alimentó, como muchos de otras subregiones y 
provincias, el Movimiento Cívico por Nariño!*!, que tendría una importante 
figuración en el conjunto de movimientos cívicos y políticos regionales 
que cobraron vida desde mediados de los años 70, tuvieron su esplendor 
en los 80 y declinaron en los años 90 del siglo pasado”. 




















En el transcurso del año 1978, Cedenar continuó subiendo las tarifas de 
energía, lo que incitaba a juntas y comités cívicos a continuar su actividad 
reivindicativa, que tuvo una amplia expresión subregional en julio cuando 


9 En Nariño, a lo largo del periodo de observación, se registran persistentes 
protestas contra Cedenar por las elevadas tarifas y el pésimo servicio de energía. 
Este fue uno de los motivos que aunó a poblaciones de distintos municipios de 
este departamento para conformar juntas y comités cívicos que tomaron en sus 
manos la reivindicación de la construcción de una termoeléctrica que, junto con 
a aspiración de tener en Tumaco una refinería para procesar el petróleo que salía 
del Putumayo, constituyeron algunas de las banderas del Movimiento Cívico por 
Nariño (ver García Velandia, 2009). 


10 La falta de cobertura, la deficiente calidad y las altas tarifas de los servicios públi- 
cos domiciliarios que se presentaban a lo largo y ancho del país, junto con la ca- 
rencia o mal estado de vías e infraestructura física —situaciones que se agudizaron 
por un proceso de acelerada urbanización de la población del país- acicatearon 
no solo la protesta, sino la constitución de organizaciones sociales que empren- 
dieron la lucha por un hábitat digno (Ver Prada, 2003 y García, 2003). 


11 Y, posiblemente, también haya contribuido a la constitución del Cima. 





12 Sobre el esplendor y el ocaso de los movimientos cívicos regionales, ver García 
Velandia, 2001. 
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se llevó a cabo un paro cívico en el que participaron diez municipios de 
Nariño —tres de ellos del Macizo, La Unión, San Pablo y Sandoná-, coordi- 
nado por el Comité Pro Reivindicación de Derechos de Nariño —antecesor 
del Movimiento Cívico por Nariño— contra la electrificadora departamen- 
tal. Un consejo de seguridad reunido en Pasto, cuando se inició esta lucha, 
acusó al paro de ser eminentemente subversivo, aunque transcurrió en 
completa calma (Voz Proletaria, 2 de agosto de 1978). 





En 1984 y 1986, las protestas en Sandoná se dirigieron contra la Secreta- 
ría Departamental de Educación y las protagonizaron estudiantes, padres 
de familia y maestros de colegios y escuelas para exigir, en el primer caso, 
el cambio del rector del colegio Santo Tomás de Aquino, acusado de des- 
greño administrativo y, en el segundo, para denunciar la declaración de 
insubsistencia de plazas de maestros rurales. 














En 2002, Sandoná vuelve a hacer presencia en una lucha regional, la de 
los paneleros del sur del país, que ya fue descrita. Y ese mismo año da 
asiento a otra de carácter municipal en contra del manejo clientelista que 
hacía el alcalde de los puestos en el hospital local Clarita Santos. 











A partir de 2006 y hasta 2010, Sandoná será reconocido nacional e inter- 
nacionalmente como el lugar donde vivía Gustavo Moncayo, maestro de 
ciencias sociales en el colegio Santo Tomas de Aquino y padre del cabo 
Pablo Emilio Moncayo, secuestrado por la guerrilla de las Farc-EP el 21 de 
diciembre de 1997, durante la toma al cerro de Patascoy!”. Durante ese 
periodo, año tras año, organizaciones de derechos humanos, el Sindicato 
de Maestros de Nariño, organizaciones sociales diversas y autoridades 
municipales y departamentales acompañaron al profesor Moncayo en 
movilizaciones contra el secuestro, por la liberación de los secuestrados, 
por un acuerdo humanitario entre el gobierno y las Farc, y para decir no al 
olvido de los militares secuestrados en Patascoy. 


13 En ese cerro, ubicado en límites de Nariño y Putumayo, había una estación de 
comunicaciones del ejército que era custodiada por un contingente del Batallón 
Batalla de Boyacá —que tenía su sede en Pasto—, compuesto por un oficial, cuatro 
suboficiales y 29 soldados. Tres de ellos murieron durante la toma guerrillera y los 
demás fueron secuestrados. En 2014, el Consejo de Estado condenó al Ministerio 
de Defensa por los hechos ocurridos en Patascoy al considerar que el alto mando 
militar sabía desde una semana antes que las Farc pretendían tomarse la base y 
no procedió a impedirlo, por lo que los togados precisaron en su fallo que "los 
militares fueron abandonados”, los reconoció como víctimas del conflicto interno 
armado y solicitó que fueran incorporados como beneficiarios de la Ley de 
Víctimas (Noticias RON, 24 de octubre de 2014). 
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Coterráneos del profesor Moncayo lo apoyaron en su propósito de 
marchar desde su pueblo hasta Bogotá, con el fin de exigir la liberación 
de su hijo y hacer un llamado al Gobierno para que cediera en las condi- 
ciones de la guerrilla y así firmar un acuerdo humanitario. El 17 de junio 
de 2007, inició la caminata que duró 46 días y pasó por ciudades como 
Pasto, Popayán, Cali, Pereira, Armenia, Ibagué, entre otros municipios 
de los departamentos de Nariño, Cauca, Valle, Risaralda, Quindío, Tolima 
y Cundinamarca. El 1? de agosto llegó el "Caminante por la paz” a la 
Plaza de Bolívar, pero ni el gobierno de Álvaro Uribe cedió al acuerdo 
humanitario ni las Farc pasaron de entregar una prueba de superviven- 
cia del cabo y de calificar de "proeza" la caminata de Moncayo”**. En abril 
de 2010, una marcha multitudinaria acompañó a Pablo Emilio Moncayo, 
recién liberado, en su recorrido de Pasto a Sandoná, donde sus habi- 
tantes le dieron la bienvenida a la libertad tras doce años, tres meses y 
nueve días de secuestro. En abril de 2013, Sandoná participó, junto con 
San Pablo y Arboleda, en la jornada nacional de conmemoración del Día 
Nacional de las Víctimas. 














Campesinos de Sandoná, junto con los de La Unión* y San Pablo, parti- 
ciparon en la Cuarta Marcha Nacional Cafetera convocada por Dignidad 
Cafetera, en febrero de 2013, y en el Paro Nacional Agrario de agosto 
del mismo año, motivados por la caída de precios internos y externos 
de productos agropecuarios, la falta de créditos para el sector, los altos 
costos de producción, el precio de los combustibles, el contrabando, la 
falta de reconversión productiva prometida para cultivadores de coca, la 
debilidad en la gestión de las federaciones gremiales, las incertidumbres 
generadas por la política comercial del presidente Juan Manuel Santos y 
los incumplimientos de acuerdos previos con el paro cafetero de febrero. 
En abril de 2014, volvieron a movilizarse los campesinos ante el incumpli- 
miento gubernamental del Pacto Agrario Nacional que puso fin al paro 
del año anterior. 














14 El profesor Moncayo narró sus experiencias como "Caminante por la paz" durante 
una sesión de la Cátedra Manuel Ancízar, de la Universidad Nacional de Colombia, 
del segundo semestre de 2008, y fueron recogidas en el capítulo 7, "El caminar 
como acción política” del libro Ciudadanías en escena, editado por Paolo Vignolo 
en 2009. 


15 Un mes más tarde, habitantes de La Unión marcharon para recordar al comercian- 
te cafetero Arbey Torres, desaparecido siete meses atrás y para pedir a la policía 
acelerar la investigación sobre su paradero. 
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La Unión y San Pablo 


En marzo de 1976, La Unión y San Pablo participaron (junto con Pasto, 
Tumaco, Ipiales, Túquerres, La Cruz, Buesaco y Ricaurte) en un paro cívico 
liderado por la Junta Central Pro Refinería de Tumaco!* y el Comité de 
Defensa de los Recursos Naturales, contra la decisión gubernamental de 
suspender la refinería!” y para exigir indemnización para las poblaciones 
costeras afectadas por el hundimiento del barco petrolero liberiano San 
Peters**. En junio de 1983, volvieron a actuar juntos en las manifestacio- 
nes de apoyo a la Carta Abierta que el Comité Cívico Popular por Nariño 
envió al presidente Betancur, antes de su viaje a Pasto en agosto de ese 
año, en la que le pedían financiación para hospitales y para la Universidad 
de Nariño, dotación a colegios oficiales, construcción y reparación de 





16 Afirmaba representar a todos los municipios del departamento y su objetivo 
central hacía parte de las demandas que constituían lo que en aquel entonces 
se denominaba el desarrollo regional. Sobre la larga y sinuosa lucha que lideró 
este movimiento cívico y los que lo siguieron como el Comité Cívico Popular por 
Nariño—, ver García Velandia, 2009. 


17 Seis meses atrás, en septiembre de 1975, el anuncio del gobierno de López Michel- 
sen del aplazamiento de la construcción de la refinería y el complejo petroquímico 
en Tumaco incitó a un paro cívico en Nariño y Putumayo, liderado por la Junta 

Pro Refinería de Nariño y por la Junta de Defensa de los Recursos Naturales. Los 

tumaqueños vieron postergadas sus esperanzas de obtener empleo y las pobla- 

ciones del departamento y la intendencia se lanzaron a la "defensa patriótica de 
os recursos naturales”, y de sus sueños de destinar el cinco por ciento de las 
ganancias petroleras a la educación, el arreglo de carreteras, de obtener gas para 
uso doméstico y comercial. Sus necesidades como región fueron consignadas en 
a Declaración de los Pueblos del Sur. 


18 El 4 de febrero de 1976, el buque zarpó de Tumaco con destino a la refinería de La 
Pampilla, en Perú, con 320 mil barriles de crudo. Por la tarde, la capitanía de puerto 
fue informada por tripulaciones de barcos pesqueros sobre el incendio de un buque 
cisterna en el área. Se trataba del San Peters. El incendio se había iniciado en la sala 
de máquinas y no pudo ser controlado por la tripulación. La embarcación fue aban- 
donada después de que se escucharon varias explosiones. El buque desapareció en 
mar territorial del Ecuador. Sin embargo, con el correr del tiempo, la hidrodinámica 
del océano y el maremoto del 12 de diciembre de 1979 provocaron el desplazamien- 
to del navío que actualmente se encuentra en aguas territoriales colombianas, justo 
frente a Tumaco. Tras el naufragio, la Armada Nacional creó el Centro de Control 
de Contaminación del Pacífico (CCCP) con el objeto de vigilar, prevenir y ejercer 
control por la contaminación marina que se pudiera producir en el área. Uno de sus 
directores sostuvo que "por el impacto ambiental del crudo que se regó dos días 
después del accidente, el buque no cargaba la cantidad de petróleo que se decía que 
llevaba” Es más, se dice que el barco fue asaltado por piratas para robar el crudo, 
porque las muestras de hidrocarburos recogidas por buzos de la Marina colombiana 
“no eran más que enjuagadura de los tanques” (Edison Parra, "El misterioso barco 
hundido con petróleo. El fantasma del 'San Peters' no deja dormir tranquilos a los 
pescadores de Tumaco”, en El Tiempo, 22 de agosto de 1998). 
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vías, interconexión eléctrica Popayán-Pasto, desarrollo de la ley de fron- 
teras, tarifas especiales de servicios públicos, adecuación del terminal 
portuario de Tumaco y suspensión del transporte sin subsidio (TSS). 





En 1978, estos mismos municipios hicieron parte del paro cívico contra 
las altas tarifas cobradas por Cedenar, ya reseñado. San Pablo volvió a 
protestar contra la electrificadora departamental por el mismo motivo 
en 1980, 1983, 1991 y 1992. Sus habitantes procedieron a desconectar y 
quitar los contadores, no pagaron los recibos de la luz y en dos ocasiones 
las oficinas de Cedenar terminaron incendiadas. 


Arboleda y San Lorenzo 


San Lorenzo, a pesar de ser uno de los municipios donde se ha registrado 
menor actividad contenciosa, es el primero del que se tienen referen- 
cias de manifestación pública y colectiva de reivindicaciones: en enero 
de 1975, su población bloqueó las vías de acceso al pueblo y se enfrentó 
con la policía para impedir la salida de maquinaria de la Secretaría Depar- 
tamental de Obras Públicas, porque no había terminado los trabajos de 
adecuación de vías veredales. 





La última noche del año 2001, Arboleda fue escenario del ataque a la es- 
tación de policía por parte de las Farc. La población respondió con una 
acción de resistencia civil: en medio de los tiros, se pidió a los guerrilleros 
el cese del ataque, salvándole la vida a los policías que allí se encontraban 
y, al cabo de seis horas, los insurgentes abandonaron el pueblo. Esta ac- 
ción, la primera que se registra en este municipio en el periodo observado, 
hizo parte de un conjunto de expresiones de resistencia campesina y de 
comunidades étnicas frente a la guerra desatada en el campo, y fueron 
poblaciones indígenas del sur del país (de Cauca, Nariño y Caquetá) las 
que más recurrieron, entre 1999 y 2002, a estas formas novedosas de 
movimiento colectiva para defender sus vidas, su patrimonio cultural y 
su dignidad, y para expresar su repudio a toda acción de grupos armados 
sobre sus territorios. Cantos y danzas tradicionales, cordones humanos, 
despliegue de banderas blancas, en algunas oportunidades, fueron efi- 
caces contra el fuego de las armas y para ahuyentar temporalmente la 
guerra de su entorno. 























En agosto de 2012, Arboleda volvería a reclamar el derecho a la vida con 
una nutrida marcha iniciada en las veredas de Rosaflorida, Tierras Blan- 
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cas y San Pedro, en protesta por el asesinato del campesino Jesús Alirio 
Gómez, quien había sido desaparecido dos semanas atrás. 


En 2011, Arboleda y San Lorenzo inician una lucha de alta intensidad en 
contra de la megaminería en sus territorios que sería respaldada por 
todos los municipios del Macizo narimense aglutinados en torno al Cima. 





Taminango 


En este municipio, dos paros cívicos realizados con una década de di- 
ferencia dan cuenta de la incapacidad gubernamental para satisfacer 
demandas básicas de la población, en este caso, la provisión de agua po- 
table. El primero se llevó a cabo en octubre de 1982 y fue convocado por 
el Comité Cívico Popular por Nariño, el segundo se realizó en abril de 1991 
bajo la coordinación del Comité Pro-defensa del Campesino Pobre de 
Taminango, que a la demanda de acueducto sumó la petición de asisten- 
cia ante los efectos de la sequía. El Instituto de Hidrología, Meteorología 
y Adecuación de Tierras (Himat) y la Caja Agraria se comprometieron a 
entregar el diseño de un acueducto interveredal, a hacer el estudio del 
distrito de riego y a condonar las deudas a campesinos. 








En mayo de 1998, los maestros de este municipio entraron en huelga 
de hambre para reclamar el pago de sus salarios atrasados, y en junio 
de 2008, afrodescendientes e indígenas del municipio, integrantes de 
Escuela Intercultural para la Promoción de los Derechos Humanos, la 
Convivencia y la Protección Ambiental, marcharon junto con otros del 
Cauca hasta Popayán y luego hasta Bogotá en defensa de derechos ét- 
nicos y del ambiente. Contaron con el apoyo de la Organización Nacional 
Indígena de Colombia (Onic). 








Taminango también participó en el bloqueo de la vía Panamericana de 
octubre de 1999, en las luchas de octubre de 2011 contra la megaminería 
en la región y en el Paro Nacional Agrario de 2013. 





Colón-Génova 


Este es otro de los municipios que participó en el bloqueo de la vía Pana- 
mericana de octubre de 1999 y en las protestas de 2011 contra la mega- 
minería en la región. 
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En Colón, los deficientes servicios de salud han incentivado la moviliza- 
ción de sus pobladores en los últimos años: en mayo de 2010, participa- 
ron en una protesta subregional por las deudas de las EPS con el hospital 
regional de La Unión: en junio de 2011, una movilización se dirigió contra 
la empresa social del Estado (ESE) y la administración local para exigir 
mejoras en la prestación de los servicios de salud, porque la atención 
era deplorable y no había medicamentos. Unos días después, las juntas 
de acción comunal convocaron a otra marcha que fue muy nutrida, en la 
que le dieron al alcalde un plazo de espera de un mes para que solucio- 
nara varios problemas, entre ellos, la ausencia de médicos en el centro 
de salud que renunciaron en masa, el pésimo estado de las carreteras, 
el alcantarillado que tenía más de sesenta años de uso y la construcción 
del estadio. El alcalde prometió que cumpliría sus promesas de campaña. 











Colón-Génova presenta otra particularidad: en su jurisdicción, en el 
corregimiento de Villanueva, se establecieron grupos paramilitares del 
Bloque Calima, a partir de 2002. Desde allí desplegaron sus actividades 
en el norte de Nariño, que generaron desplazamientos forzados, desa- 
pariciones y asesinatos selectivos de habitantes tanto de Colón-Génova 
como de los municipios de San Pablo, La Unión, Taminango, San Lorenzo, 
La Cruz, San Bernardo, Belén y Florencia (Cauca). Después del proceso 
de negociación en el año 2005, estos grupos aparecieron nuevamente 
en la zona con los nombres de "Nueva Generación” y “Los Rastrojos”. 
Muestra de ello fue la masacre de ocho campesinos que se encontraban 
departiendo en un billar del casco urbano del corregimiento de Villanue- 
va, perpetrada el 25 de junio de 2011 por un grupo de hombres con armas 
largas, traje camuflado y capuchas, que dispararon indiscriminadamente 
contra las personas que se encontraban en el lugar (Cima, 2011a). 























Los Andes-Sotomayor 


El municipio de Los Andes-Sotomayor solo aparece en la escena de la 
movilización social en los estertores del año 2010, cuando cientos de 
campesinos de doce municipios de Nariño bloquearon el ingreso a Pasto 
para protestar ante el anuncio del Gobierno nacional de entregar a los 
damnificados por el invierno 40 mil millones de pesos que, en principio, 
iban a ser destinados a doce proyectos de distrito de riego en el mismo 
número de municipios, que beneficiarían a más de 2 mil campesinos dedi- 
cados a cultivar gran variedad de productos. 
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Un año después, con cinco municipios del Macizo y seis más, participó 
en una protesta de campesinos, indígenas y afrodescendientes ante la 
gobernación en contra de la exploración minera que estaban haciendo 
multinacionales en el departamento de Nariño. Se acordó solicitar al Mi- 
nisterio del Interior la programación de un foro minero departamental en 
el que se expusiera la situación de la minería en el departamento y sus 
impactos, que se llevaría a cabo en la segunda quincena de enero de 2012. 
La administración regional se comprometió a solicitar formalmente la 
suspensión de operaciones de las multinacionales mineras que operaban 
en Nariño hasta que se revisara el tema en el foro de enero. 


























En abril de 2014, el turno fue para los estudiantes de la Institución Edu- 
cativa Técnica Comercial de Pangús, quienes marcharon para exigir a las 
autoridades municipales que ejecutaran de inmediato los recursos desti- 
nados a la construcción de ocho aulas y dotaran con pupitres y materia- 
les de consulta a este colegio. 


Yacuanquer 


Este municipio fue muy activo en uno de los eventos que los miembros del 
Cima consideran como antecedentes de su constitución como comité*: un 
paro cívico subregional en el que también participaron Tangua y Consacá, a 
finales de agosto de 1991, que movilizó alrededor de cinco mil campesinos 
que amenazaron con bloquear la vía Panamericana si el Ministerio de Obras 
Públicas no retiraba un peaje en la vía Pasto-Ipiales por los efectos que 
tenía su cobro sobre el costo de vida. Además, pedían créditos agrícolas 
baratos para la papa, el trigo y la cebada y convenios de comercialización 
con el Instituto de Mercadeo Agropecuario (Idema). Estas reivindicaciones 
se adicionaron a las contenidas en el pliego elaborado por pobladores ru- 
rales de municipios del sur del Cauca que se concentraron en el municipio 
de Rosas y bloquearon la Panamericana durante seis días. Este paro se 
considera un hito en la movilización social del Macizo Colombiano. 











Veinte años más tarde, la población del municipio de Yacuanquer se unía 
a las protestas de pobladores de Ipiales, Guachucal, Cumbal y Potosí que 
se apostaron frente al Puente Internacional de Rumichaca para insistir en 
la exigencia de mejores condiciones para la producción y comercializa- 








19 Ver Herrera, 2003. 
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ción agropecuaria en manos de campesinos e indígenas de la zona, pues 
temían el empeoramiento de la situación económica de los pequeños 
ganaderos y productores de leche ante el aumento de los impuestos y las 
restricciones a la venta de ganado en pie y de leche, atribuido al Instituto 
Colombiano Agropecuario (ICA), y frente la firma de los tratados de libre 
comercio (TLC) de Colombia con la Unión Europea y Estados Unidos. 











Finalmente, en febrero de 2014, el magisterio de Yacuanquer y de Los 
Andes, adscrito al Sindicato del Magisterio de Nariño (Simana), se unió a 
la jornada nacional convocada por la Federación Colombiana de Educa- 
dores (Fecode) para reclamar al Gobierno nacional mejores condiciones 
de atención en salud (calidad y oportunidad), así como la eliminación o 
ajuste del Decreto 1278 de 2002 referente a la evaluación por competen- 
cias, por considerarlo discriminatorio, y un incremento salarial digno. El 
Simana, además, dio a conocer que permanentes hechos de violencia de 
grupos armados ¡legales contra el magisterio —registrados en, al menos, 
diez municipios del departamento- habían obligado a unos trescientos 
docentes a cambiar de lugar de trabajo. Durante la marcha, maestros 
provenientes de los municipios más afectados por esa violencia gritaron 
consignas a favor de la vida y en contra de la vulneración de sus derechos. 








El Tablón de Gómez 


En marzo de 2007, indígenas inga del Resguardo de Aponte realizaron 
una protesta ante la Secretaría Departamental de Educación para exigir 
solución al problema de falta de docentes en la institución educativa de 
ese resguardo. La misma comunidad indígena, en enero de 2014, se tomó 
las instalaciones de la Secretaría de Educación en Pasto para exigir el 
nombramiento de tres docentes que hacían falta en la Institución Educa- 
tiva Agropecuaria Inga y para protestar por el traslado de docentes sin 
consultar a la autoridad indígena. Con el compromiso del nombramiento 
de los docentes solicitados, se dio fin a la protesta. 








En julio de 2013, indígenas nasa de El Tablón participaron, junto con otros 
de Putumayo y con campesinos (unas 2500 personas) en una minga de 
resistencia en la región de Yunguillo, a siete kilómetros de Mocoa. Duran- 
te dos días bloquearon la vía que conduce desde la capital departamental 
hasta Pitalito, Huila, para protestar contra la declaratoria gubernamental 
de Putumayo como distrito minero y para preguntar qué pasaría, enton- 
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ces, con su derecho al territorio y cómo se garantizarían los derechos 
humanos en las jurisdicciones indígenas. Rechazaron la presencia de las 
multinacionales que explotan recursos naturales en sus territorios y re- 
clamaron respaldo gubernamental para proyectos productivos, garantías 
en el servicio de salud, mejoramiento de las vías veredales y espacios 
para llevar a cabo diálogos de paz. Asimismo, protestaron por los incum- 
plimientos del Gobierno y el abandono en que están las comunidades 
rurales del Putumayo y Nariño: denunciaron la inobservancia guberna- 
mental de pactos firmados dos años atrás sobre la paz en sus territorios, 
que implicaban el cese tanto de las fumigaciones para erradicar cultivos 
de coca, porque afectaban sus sembrados de pancoger, como los bom- 
bardeos, el desplazamiento forzado y las masacres de familias nasa. 














El taita inga Ángel Jacanamijoy explicó que no había avances del Institu- 
to Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder) en materia de saneamien- 
to, ampliación o titulación de resguardos como se acordó, tampoco 
había avances en los acuerdos del Plan de Desarrollo, ni en los acuerdos 
logrados en la Mesa Permanente de Concertación. Denunció que el Go- 
bierno nacional estaba empeñado en entregar concesiones mineras, de 
hidrocarburos o de explotación de diversos recursos naturales, en una 
feria de ofertas al mejor postor y que través del Ministerio de Ambiente 
se había empeñado en otorgar licencias ambientales para la explotación 
de estos recursos, lo que afectaba la integridad territorial de las co- 
munidades de la región. Otros líderes de la movilización ratificaron que 
detrás de esa feria de concesiones venían atropellos indiscriminados 
contra la población civil y que el Gobierno, con su táctica de estigmati- 
zar la protesta social, ponía en grave riesgo la vida de los habitantes que 
exigían sus derechos, mientras justificaba los atropellos del Escuadrón 
Móvil Antidisturbios (Esmad) para agredir a los manifestantes. Uno de 
los puntos que exigían para levantar la toma pacífica era el retiro del 
Esmad para iniciar los diálogos. 


























El 27 de julio esperaban una reunión de alto nivel en la que el Gobierno 
reafirmara su intención de dar cumplimiento a los acuerdos para levantar 
el bloqueo. Los líderes de la movilización reiteraron la defensa del terri- 
torio, de la dignidad y la existencia, así como el arraigo a sus tradiciones 
culturales, por lo que exigieron además una consulta previa con las co- 
munidades para desarrollar cualquier proyecto de infraestructura o de 
explotación de recursos naturales, mineros y petroleros, entre otros. 
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Albán 


En este municipio solo se tienen registradas dos luchas sociales en los 
cuarenta años que se están observando. Participó en julio de 1988, al 
lado de Tablón de Gómez y Buesaco, en un paro cívico de 72 horas, con 
bloqueo de las vías de acceso, convocado por los comités cívicos de cada 
municipio contra la Junta Nacional de Tarifas a la que se responsabilizó 
de la upaquización de las tarifas de energía. La protesta también se dirigió 
contra el Plan Nacional de Rehabilitación (PNR), al que se le exigió el cum- 
plimiento de acuerdos previos sobre electrificación rural y construcción 
y mantenimiento de vías. La subregión fue militarizada. 





Luego, junto con Sandoná, participó en un paro agrario nacional convocado 
por Dignidad Cafetera, en febrero de 2013, en el que intervinieron campe- 
sinos e indígenas cultivadores de café en protesta por la crisis del sector 
agropecuario, el bajo precio del grano, la dificultad para atender su cafetales 
y el poco respaldo de parte del Gobierno nacional: pedían un precio justo de 
sustentación que superara los costos de producción, mejores condiciones 
de comercialización del café a nivel nacional, solucionar las deudas de todos 
los cafeteros, controlar el precio de agroquímicos y fijar un no rotundo a 
las importaciones del grano, esto último porque, según datos provistos por 
el ministro de Agricultura del momento, Juan Camilo Restrepo, anualmen- 
te se estaban importando entre 700 y 800 mil sacos de café. Asimismo, 
se negaban a la expansión minera, pues estimaban los caficultores que el 
ochenta por ciento de los terrenos cafeteros ya estaban siendo objeto de 
permisos para la explotación minera. Una de las consignas de los caficulto- 
res era: “Por la producción nacional ¡fuera toda multinacional!” 














Mientras la Federación Nacional de Cafeteros pidió un compás de espera 
hasta mediados de marzo de ese año para que las medidas prometidas por 
el Gobierno permitieran controlar la revaluación del peso, el Movimiento por 
la Dignidad Cafetera mantuvo firme su decisión de protestar. El gobernador 
de Nariño respaldó la movilización de los cafeteros y el primer día del paro 
cerca de 1800 caficultores de diferentes municipios de este departamento 
se concentraron en la cabecera municipal de Chachaguí —realizando blo- 
queos esporádicos a la vía Panamericana- a la espera de que el Gobierno 
nacional se sentara a dialogar sobre una propuesta de los campesinos cafi- 
cultores que contenía diez alternativas para salir de la crisis. A los dos días, 
los lecheros se empezaron a quejar de no poder sacar los 150 mil litros de 
su producto, represados por un bloqueo en la Panamericana. Y 
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ARA FINALIZAR: PROCESOS 
DE CONFLICTIVIDAD SOCIAL, 
ACTORES Y REGIONALIZACIONES 


: La constitución de la región del 
: Macizo nariñense emerge tanto de 
: la conflictividad social que allí ha 
«tenido asiento como de los procesos 
regionales” y departamentales de 
organización y movilización social. 


Al observar los cambios operados en los liderazgos, participantes y moti- 
vaciones de las luchas sociales acaecidas en el norte del departamento en 
los últimos cuarenta años, podría afirmarse que en esta subregión la movi- 
lización social ha tenido cuatro grandes oleadas: una que iría de mediados 
de los años 70 hasta la convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyen- 
te, en 1990: otra iniciada en 1991 y que se extiende hasta 1999: una tercera 
a partir de 2000 y hasta 2010, año en que se inicia una nueva fase. 





En el primer periodo de movilización, los actores más sobresalientes 
fueron los estudiantes (normalistas, universitarios y de secundaria): los 
maestros de educación básica, secundaria y universitaria, y los poblado- 
res urbanos. Sus demandas giran alrededor de la educación y de los ser- 
vicios públicos domiciliarios (energía y agua, principalmente) concebidos 
como servicios que debe prestar el Estado. Las exigencias se hacen ante 
el Gobierno central” y se plantean a través de organizaciones ya tradi- 





20 Me refiero a municipios del Macizo caucano y algunos del departamento de 
Putumayo. 

21 Por ejemplo, como ya se mencionó, se le dirigían cartas abiertas al presidente de 
turno para plantear necesidades del departamento. 
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cionales como sindicatos” y juntas de acción comunal, además de las 
novedosas organizaciones cívicas” (comités, juntas pro, en defensa de, 
municipales, subregionales, provinciales”, regionales). Otros actores so- 
ciales que intervendrán en algunas luchas de este primer periodo son los 
pobladores rurales, que se manifestarán, sobre todo, a través de recupe- 
raciones de predios y dejarán al descubierto una pugna entre colonos e 
indígenas, y entre estos y pobladores urbanos por tierras que los nativos 
consideraban ancestrales: así como los transportadores afectados por 
alzas en los combustibles o blanco de la ira de los usuarios de transporte 
público cada vez que subía la tarifa del servicio; y algunos asalariados 
(trabajadores madereros y de los ferrocarriles nacionales) y damnificados 
por el maremoto de Tumaco de 1979, que recurrieron a la invasión de 
predios urbanos ante la falta de asistencia gubernamental. 




















Este es el periodo de convergencia de diversos comités cívicos municipa- 
les en uno de carácter departamental, que vivió su auge a partir de 1982 
y tomó la opción, como muchos otros movimientos cívicos regionales, de 
fusionarse con movimientos políticos regionales, cuando vislumbraron la 
posibilidad confluir en un gran partido político nacional al que la nueva 
Constitución de 1991 le daría espacio para la participación política. 





Algunos de los municipios que hoy se consideran constituyentes del Ma- 
cizo nariíense participaron en la dinámica de organización y movilización 
departamental, como se vio anteriormente. 


En la segunda fase de movilización no cesan los reclamos públicos y 
colectivos por malos y caros servicios públicos, y por incumplimientos 


22 El Simana jugará un papel preponderante en esta primera época y será un apoyo 
fundamental para la organización de pobladores urbanos y rurales alrededor de 
juntas y comités cívicos. 








23 No estatales, no gremiales, no guerrilleras, constituidas por ciudadanos que exi- 
gen al Estado el cumplimiento de sus deberes (sobre esta concepción de lo cívico, 
ver García V., 2003). 


24 Los departamentos de Nariño, Boyacá y Santander fueron escenario de la "insur- 
gencia de las provincias” —según denominación de Fals Borda—, que implicaba una 
concepción de la distribución regional distinta a la existente, así como formas pro- 
pias de gobierno autónomo, nuevas formas de organización social y de tramitar 
los conflictos. Eso era lo que, al entender de este autor, emergía en las regiones, 
se rebelaba contra el centralismo y planteaba novedosos tránsitos de los social a 
lo político, de lo local y regional a lo nacional; era lo que los movimientos cívicos 
traían consigo (Fals Borda, 2001). 
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en pago de salarios de empleados públicos y oficiales, por ejemplo. Pero 
tan pronto comienza la reestructuración institucional que requiere la 
adopción de la nueva Constitución Política, las demandas de los actores 
sociales tomarán rumbos distintos y, en algunos casos, será muy noto- 
rio el cambio en la concepción de la relación Estado-ciudadanos, por 
ejemplo, cuando se recurre a un nuevo lenguaje de derechos. Otro de 
los elementos que caracteriza esta segunda fase es la necesaria rear- 
ticulación de actores sociales para constituir organizaciones distintas a 
las que lideraron la movilización social en el periodo anterior, en especial, 
en lo referente a sus aspiraciones electorales. He aquí el nicho en el que 
empieza a perfilarse el Comité de Integración del Macizo Colombiano. 














No es que antes no hubieran estado presentes en la movilización social los 
campesinos, pero en esta segunda fase tendrán una presencia de mayor 
impacto —aunque numéricamente no sea tan notable— porque comienzan 
a expresar cómo los afecta la implantación de políticas que abogan por 
el libre mercado y por la mínima o ninguna intervención del Estado en la 
protección a la producción, o por el desmantelamiento de entidades de 
apoyo técnico, financiero, de mercadeo, y a denunciar la disputa entre 
mafiosos, grupos armados ilegales y empresas multinacionales por el 
control de vastos y ricos territorios, las violaciones sistemáticas a los 
derechos humanos y al derecho internacional humanitario y los despla- 
zamientos forzados por la violencia (Prada, 2003, pp.142-143). 














Los indígenas se manifiestan contra la celebración del quinto centenario 
de la llegada de los españoles a América y de ahí en adelante reclaman la 
entrega de tierras ancestrales y el reconocimiento tanto de derechos cul- 
turales como de su justicia y educación propia y su medicina tradicional. 














Los comerciantes persisten en reivindicar una ley de fronteras, el magis- 
terio y los trabajadores de la salud siguen luchando por el pago oportuno 
de sus salarios. Pero el derecho a la educación y a la salud será parte 
esencial del discurso reivindicativo de estos asalariados. 





Los estudiantes piden financiación para universidades y colegios públicos, 
usuarios de servicios de salud continúan reclamando mejor prestación 
de servicios en hospitales y clínicas, pero las demandas fueron expuestas 
cada vez menos en términos de servicios sociales y con mayor insistencia 
se hicieron en términos de derechos. Y los pobladores urbanos permane- 
cieron luchando por servicios públicos e infraestructura física. 
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En los años 90 del siglo XX, las motivaciones de las luchas sociales que 
tuvieron como escenario municipios del norte del departamento de 
Nariño aunaron organizaciones sociales diversas en un proceso que fue 
articulando propuestas de carácter más regional que meramente local. 
Y en los municipios de San Pablo y San Lorenzo se fueron consolidando 
organizaciones campesinas, apoyadas por sus respectivas alcaldías, y 
enfocadas en la producción agroecológica. 





Finalizando esa década, se empieza a reivindicar el Macizo colombiano 
como un ecosistema diverso, el cuidado del agua se convierte en un tema 
de interés nacional e internacional, y los miembros del Cima del Cauca 
-que habían concertado con el gobierno de Ernesto Samper recursos 
para elaborar dos planes sectoriales de desarrollo- convocan asambleas 
y foros para adelantar estudios participativos tendientes a la formulación 
y ejecución del Plan de Desarrollo Educativo y Cultural del Macizo Co- 
lombiano (Plademaco) y del Plan de Desarrollo Agroambiental del Macizo 
Colombiano y Sur del Cauca (Pladamasur), e invitan a las organizacio- 
nes campesinas del norte narinense a participar en estas tareas. Así, se 
van afianzando las relaciones entre los municipios pertenecientes a la 
bioregión del Macizo y el movimiento va adquiriendo un perfil ambiental 
(Entrevista a Robert Daza, noviembre 17 de 2015). 























La lucha campesina e indígena de finales de siglo marca el inicio de una 
alianza entre organizaciones y líderes sociales de varios municipios del 
sur del Cauca y del norte de Nariño, al igual que la construcción de un 
movimiento que tiene como uno de sus fundamentos el territorio que 
comparten —también con municipios del Huila, Tolima y el Valle del Cau- 
ca—: el Macizo colombiano, un ecosistema que va desde el páramo de 
Bordoncillo, en el municipio de Pasto, hasta el páramo de Las Hermosas 
en el Tolima, y en cuya corona nacen los ríos Patía, Cauca, Magdalena, 
Caquetá y Putumayo. 





Según Robert Daza, el Cima Nariño inicia su historia en el paro de octubre 
de 1999. Veintiséis días de inactividades que se convirtieron en igual nú- 
mero de días de negociaciones, "pero también de asambleas y de conocer 
como era el movimiento y de proyectar el movimiento [...] nosotros en la 
espera de la solución del pliego haciamos asamblea y empezábamos a 
proyectar ya el Comité de Integración del Macizo Colombiano [contando 
con los municipios del norte de Nariño]: después, cuando salimos, se hizo 
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una asamblea que fue como un protocolo para decir vamos a seguir ha- 
ciendo asambleas conjuntas, vamos a hacer un plan de trabajo conjunto, 
y vamos a seguir una construcción conjunta” (Entrevista a Robert Daza, 
noviembre 17 de 2015). 


Estos eventos dan lugar a otra fase de la movilización social. La pretensión 
del desarrollo regional se remozó en esta tercera fase con la inclusión de 
aspectos ambientales, de otros actores antes poco tenidos en cuenta, 
como indígenas y afrocolombianos, y con la idea de enfrentar no solo las 
carencias, sino también las violencias. 





Los indígenas denuncian los asesinatos, amenazas, éxodos, desaparicio- 
nes cometidos por paramilitares contra miembros de algunos pueblos 
asentados en el departamento. Durante este periodo, los campesinos 
narinenses también tienen que vérselas con la fumigación de cultivos de 
uso ilícito —-que de paso afectaba los cultivos de pancoger” y debilitaba 
aún más la seguridad alimentaria—, con el Acuerdo de Libre Comercio de 
las Américas (Alca) y con otros acuerdos de libre comercio. 











Los pobladores urbanos, desde entonces, incorporarán cada vez más re- 
clamos ambientales y saldrán a la calle con mayor frecuencia para pedir 
a los violentos el respeto al derecho a la vida, la libertad y la integridad. 





En esta época aciaga, muchos líderes debieron abandonar los lugares 
donde vivían y trabajaban. El movimiento logró mantenerse por el tesón 
de las mujeres que se pusieron al frente de las actividades contenidas en 
las propuestas cultural y agroambiental. Después de la desmovilización 
paramilitar, los hombres trataron de recuperar la organización social, 
pero con mucho temor. Las mujeres continuaron impulsando los pro- 
cesos educativos, culturales, productivos, agroalimentarios. Por ello, no 
es gratuito que en la subregión haya organizaciones femeninas fuertes y 
activas, entre ellas, la Red Gaviotas de San Lorenzo y la Asociación Coor- 
dinadora de Mujeres y Familias Campesinas de San Pablo (Entrevista a 
Robert Daza, noviembre 17 de 2015). 














29 Hay que recordar que en febrero de 1995 empezó a funcionar el Plan Nacional 
de Desarrollo Alternativo, Plante, en los departamentos de Putumayo, Guaviare, 
Caquetá, Huila, Tolima, Meta, Cauca, Nariño y sur de Bolívar, considerados prioritarios. 
El Plante nació inscrito en la política de lucha integral contra la producción y tráfico 
de narcóticos, de manera que se orientaba a la erradicación como condición 
fundamental para iniciar los programas alternativos (Ramírez, 2001). 
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En el último periodo señalado, el desarrollo regional se dejó atrás (o la 
idea de él que se tuvo en las décadas de los 70, 80 y 90), el campesinado, 
los grupos étnicos y los pobladores de pequeños cascos urbanos asumen 
buena parte de las luchas sociales —la defensa de los recursos natura- 
les se convierte en un motor de ellas— y los municipios que se conciben 
como constituyentes del Macizo nariñense actúan en conjunto y como 
parte del Cima, precisamente para defender la estrella fluvial del Macizo, 
el agua, los suelos, la vocación agrícola de la zona y para oponerse a la 
megaminería. 














Preservar el Macizo colombiano se configuró como una propuesta po- 
lítica: "Cuidar la casa grande donde no solo nosotros vamos a vivir en 
este momento, sino como la casa de nuestros hijos y de las generaciones 
futuras [...] Este pensamiento parte de cuidar la gente, de cuidar el suelo, 
de cuidar la biodiversidad, de cuidar las semillas, de cuidar el ecosistema 
en general y ahí empieza a salir una propuesta de relacionamiento dis- 
tinto con la naturaleza. Hoy el Cima es un movimiento territorial que nos 
exigió empezar a auto reconocernos, a identificarnos como campesinos 
maciseños porque, al principio, había un poco más de fuerza en el campe- 
sinado. Pero el movimiento del Macizo Colombiano liderado por el Comité 
de Integración del Macizo Colombiano es un movimiento intercultural 
que reconoce y se relaciona fuertemente con los indígenas y afrodes- 
cendientes de la región. La composición del movimiento del Comité de 
Integración del Macizo Colombiano es diverso y se construye alrededor 
de la defensa del territorio [...] para lograr constituir un territorio agroali- 
mentario” (Entrevista a Robert Daza, noviembre 17 de 2015). Y 
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